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TESIS RELEVANTES DE LA SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  
DEL 27  DE ABRIL AL 11 DE MAYO  DE 2018 

 
 
Usted podrá consultar éstas y todas las tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario 
Judicial de la Federación, en: http://sjf.scjn.pjf.gob.mx/sjfsem/paginas/semanarioIndex.aspx 
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación y difusión de las tesis 
jurisprudenciales y aisladas emitidas por los órganos del Poder Judicial de la Federación, de las ejecutorias 
correspondientes, así como de los instrumentos normativos emitidos por los órganos del Poder Judicial de 
la Federación. 
 
El Semanario Judicial de la Federación se publica permanentemente de manera electrónica, en la página 
de internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Los viernes se incorpora al Semanario la 
información correspondiente, a consecuencia de lo cual, se considera de aplicación obligatoria un criterio 
jurisprudencial a partir del lunes siguiente hábil, al día en que la tesis respectiva o la ejecutoria dictada en 
controversia constitucional o en una acción de inconstitucionalidad, sea ingresada al Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

ABRIL 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016701  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de abril de 2018 10:31 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 2a. XXIX/2018 (10a.)  
 
SELLO DIGITAL. EL ARTÍCULO 38, PÁRRAFOS TERCERO A SEXTO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, AL ESTABLECER QUE AQUÉL PRODUCIRÁ LOS MISMOS EFECTOS QUE UNA FIRMA 
AUTÓGRAFA, NO INFRINGE EL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA. 
 
El precepto citado, al prever que las resoluciones administrativas que consten en documentos 
impresos, en las que figure un sello expresado en caracteres, generado mediante el uso de la firma 
electrónica avanzada y amparada por un certificado vigente a la fecha de la resolución, produce 
los mismos efectos que las leyes otorgan a los documentos con firma autógrafa, no infringe el 
derecho a la seguridad jurídica, ya que se tiene certeza del funcionario que emitió la resolución 
administrativa, al estampar su voluntad a través del sello mencionado, lo que produce los mismos 
efectos que las leyes conceden a los documentos con firma autógrafa y no a una facsímil; 
asimismo, con la firma electrónica avanzada, se genera certeza de la realización de los actos que 
ampara, al constituir un sustituto de la firma autógrafa y producir los mismos efectos que las leyes 
otorgan a los documentos que contengan ésta, de modo que el uso por la persona a cuyo favor se 
emitió, entraña la existencia de la voluntad para realizar los actos encomendados, al ser una forma 
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de identificación por medios electrónicos, la cual es apta y suficiente para acreditar la emisión de 
la resolución administrativa, siendo innecesaria la realización de actuaciones diversas para su 
perfeccionamiento. Además, la autoría del documento impreso puede verificarse mediante el 
método de remisión al documento original con la clave pública del autor, en términos de la regla 
2.12.3., de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2015, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 30 de diciembre de 2014, que indica los medios para comprobar la integridad y 
autoría del documento. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 137/2017. Estrategias Creadoras de Valor, S.A. de C.V. 14 de febrero de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: N. Montserrat Torres 
Contreras. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de abril de 2018 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016700  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de abril de 2018 10:31 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XXXI/2018 (10a.)  
 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EL ARTÍCULO 14, FRACCIÓN I, INCISO A), DE LA LEY 
FEDERAL RELATIVA, QUE DEFINE LOS PARÁMETROS DE INDEMNIZACIÓN, ES INCONSTITUCIONAL 
CUANDO ES APLICADO A UN MENOR DE 15 AÑOS. 
 
El precepto citado señala que los montos de las indemnizaciones en el caso de daños personales 
se calcularán conforme a lo dispuesto para riesgos de trabajo en la Ley Federal del Trabajo, lo que 
limita por consecuencia la posibilidad de indemnización a las personas que tengan una relación 
laboral y, por ende, la percepción de un salario, pues al utilizar el salario mínimo como parámetro 
de reparación económica, excluye los casos de aquellas personas que no perciben uno. Así, 
conforme al principio de igualdad, pesaba sobre el legislador el deber adicional de proteger la 
situación especial de los menores de 15 años, que difiere de los demás, precisamente en que los 
daños derivados de un accidente o enfermedad no pueden calcularse de manera tradicional, esto 
es, en función del perjuicio que sufrirán al dejar de trabajar, ya que existe una restricción 
constitucional que prohíbe cualquier tipo de trabajo de los menores de esa edad. Así, toda vez que 
el legislador dejó de cumplir con este parámetro, y que además dejó a este grupo de personas 
fuera de la regulación que emitió el sistema normativo relativo, el artículo 14, fracción I, inciso a), 
de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado es inconstitucional al ser subinclusivo, 
porque excluye injustificadamente del acceso a una indemnización por daños personales, a 
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individuos que se sitúan en condiciones iguales que otros respecto del daño producido por la 
actuación irregular del Estado, personas a las que, además, en atención a su situación especial por 
ser menores, tendría que haber protegido con mayor especialidad y alcance. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo directo 18/2015. 10 de mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo 
Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. 
Secretarios: Etienne Maximilien Luquet Farías, Raúl Carlos Díaz Colina y Rodrigo de la Peza López 
Figueroa. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de abril de 2018 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016699  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de abril de 2018 10:31 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XXXII/2018 (10a.)  
 
DAÑO PERSONAL GENERADO POR LA ACTIVIDAD IRREGULAR DEL ESTADO. LA CARGA DE LA 
INDEMNIZACIÓN Y SU PAGO NO DEBE IMPONERSE A UNA INSTITUCIÓN DIVERSA A LA CAUSANTE 
DE AQUÉL. 
 
Una de las finalidades preponderantes del régimen de responsabilidad patrimonial del Estado, 
consiste en elevar la calidad de los servicios públicos y en solucionar los problemas de la 
convivencia social, lo cual sólo es posible alineando los incentivos institucionales a la consecución 
de tan importante finalidad. En ese sentido, la reparación del daño tiene como función resarcir al 
afectado de manera integral y justa. Así, el peso tanto patrimonial, derivado del pago de una 
indemnización, como logístico, relativo a las horas de trabajo e implementación de mecanismos de 
mejora para la institución infractora, debe concordar con la severidad de la sanción con la que se 
le reprocha. Por tanto, imponer la carga de la indemnización y su pago a una institución diversa a 
la causante, iría en contra de la intención que subyace al sistema como un todo, al tiempo que 
actuaría como incentivo inverso en la búsqueda de soluciones de fondo, evadiendo en el particular 
la obligación de la institución responsable para llevar a cabo un ejercicio de reflexión, que pudiera 
llegar, incluso, a la reforma de protocolos y normas de control. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo directo 18/2015. 10 de mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo 
Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. 
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Secretarios: Etienne Maximilien Luquet Farías, Raúl Carlos Díaz Colina y Rodrigo de la Peza López 
Figueroa. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de abril de 2018 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016697  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de abril de 2018 10:31 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 37/2018 (10a.)  
 
SUSPENSIÓN EN AMPARO INDIRECTO CONTRA LA EJECUCIÓN DE UN LAUDO. LA OBLIGACIÓN DE 
GARANTIZAR LA SUBSISTENCIA DEL TRABAJADOR MIENTRAS SE RESUELVE EL JUICIO DE AMPARO, 
NO ES EXIGIBLE AL TERCERO EXTRAÑO AL JUICIO LABORAL, SINO EN SU CASO, LA GARANTÍA A 
QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 132 DE LA LEY DE AMPARO. 
 
El artículo 152 de la Ley de Amparo establece que tratándose de la última resolución que se dicte 
en el procedimiento de ejecución de un laudo en materia laboral, la suspensión se concederá en 
los casos en que, a juicio del presidente del tribunal respectivo, no se ponga en peligro la 
subsistencia del trabajador mientras se resuelve el juicio de amparo, de modo que sólo se 
suspenderá la ejecución en cuanto exceda de lo necesario para asegurar su sostenimiento. Ahora 
bien, si quien solicita la suspensión de la ejecución del laudo se ostenta como tercero extraño al 
juicio laboral, esa calidad constituye una excepción a la obligación de garantizar la subsistencia en 
los términos indicados, porque si lo que demanda es precisamente que se afectaron sus bienes o 
derechos sin haber sido oído y vencido en la contienda laboral, sería contrario a la naturaleza del 
fin que persigue el quejoso que se le impusiera un deber que sólo corresponde a quienes sí fueron 
condenados, máxime que la cantidad otorgada para garantizar la subsistencia del trabajador ya no 
es recuperable. No obstante lo anterior, en estos casos, para obtener la suspensión de la ejecución 
del laudo, quien se ostenta en el juicio de amparo indirecto como tercero extraño a juicio, debe 
otorgar garantía bastante para reparar el daño e indemnizar los perjuicios que con aquélla se 
causaren si no obtuviere sentencia favorable, en términos del artículo 132 de la Ley de Amparo. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 374/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero en 
Materias Civil y de Trabajo del Décimo Quinto Circuito y Primero en Materia de Trabajo del 
Décimo Sexto Circuito. 14 de febrero de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez 
Medellín. 
 
Criterios contendientes: 
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El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 17/2016, y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Quinto Circuito, al resolver el incidente de suspensión 
(revisión) 180/2017. 
 
Tesis de jurisprudencia 37/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del cuatro de abril de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de abril de 2018 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de abril de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016696  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de abril de 2018 10:31 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 36/2018 (10a.)  
 
DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. EN EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA PRESENTARLA, NO DEBEN 
EXCLUIRSE LOS DÍAS EN LOS QUE EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO AL QUE CORRESPONDA 
CONOCER DE AQUÉLLA HAYA SUSPENDIDO SUS LABORES. 
 
Para determinar la oportunidad en la presentación de la demanda de amparo contra una 
sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio, dictada por tribunales judiciales, 
administrativos o del trabajo, no deben excluirse del cómputo del plazo respectivo los días en los 
que el Tribunal Colegiado de Circuito al que corresponda conocer de dicha demanda haya 
suspendido sus labores, pues por disposición del artículo 176 de la Ley de Amparo, es ante la 
autoridad responsable del acto reclamado y no ante el Tribunal Colegiado de Circuito, que inicia el 
trámite del juicio de amparo directo, con la presentación de la demanda respectiva, y por ello para 
el cómputo del plazo relativo deben excluirse los días inhábiles de la responsable, sin que deban 
excluirse los días en los que el Tribunal Colegiado de Circuito haya dejado de laborar, pues esa 
circunstancia no incide para el cómputo del plazo, ni ocasiona inseguridad o falta de certeza al 
particular. Ahora, si bien el artículo 19 de la Ley de Amparo establece una excepción en favor del 
promovente, al disponer que se omitan en el cómputo del plazo mencionado los días en los que se 
suspendan las labores en el órgano jurisdiccional ante el cual se tramite el juicio de amparo, esta 
excepción debe entenderse en amparo directo relacionada con la autoridad responsable pues -se 
insiste- la presentación de la demanda de amparo en la vía directa se hace ante la autoridad que 
emitió el acto reclamado y es ahí en donde empieza a tramitarse, realizando la certificación 
correspondiente y los demás deberes que le impone la ley. 
 
SEGUNDA SALA 
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Contradicción de tesis 19/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados del Vigésimo 
Octavo Circuito, actual Primero del Vigésimo Octavo Circuito, en Materias Civil y Administrativa del 
Décimo Tercer Circuito, Tercero en Materia Civil y Cuarto en Materia de Trabajo, ambos del Cuarto 
Circuito, Cuarto en Materias Penal y de Trabajo del Séptimo Circuito, actual Segundo en Materia 
de Trabajo del Séptimo Circuito, Primero en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo 
Primer Circuito, Cuarto en Materia Civil del Tercer Circuito, Segundo en Materia Civil del Segundo 
Circuito y Séptimo en Materia Civil del Primer Circuito. 14 de marzo de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con reserva José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz 
Blanco.  
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito, al resolver el recurso de 
reclamación 5/2017, el sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del 
Décimo Tercer Circuito, al resolver el recurso de reclamación 24/2016, el sustentado por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, al resolver el recurso de reclamación 
40/2016, el sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del 
Séptimo Circuito, al resolver el recurso de reclamación 2/2014, el sustentado por el Cuarto 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito, al resolver el recurso de reclamación 
6/2016, el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo 
del Décimo Primer Circuito, al resolver el recurso de reclamación 4/2016, el sustentado por el 
Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el recurso de 
reclamación 1/2015, el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo 
Circuito, al resolver el recurso de reclamación 23/2016, y el diverso sustentado por el Séptimo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el recurso de reclamación 
85/2016. 
 
Tesis de jurisprudencia 36/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del cuatro de abril de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de abril de 2018 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de abril de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 

MAYO 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016823  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 04 de mayo de 2018 10:09 h  
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Materia(s): (Laboral)  
Tesis: 2a./J. 39/2018 (10a.)  
 
JUBILADOS Y PENSIONADOS DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. EL PLAZO DE 
PRESCRIPCIÓN PARA RECLAMAR LOS MONTOS VENCIDOS DE PENSIONES O SUS DIFERENCIAS SE 
INTERRUMPE CON LA PRESENTACIÓN DE LA SOLICITUD CORRESPONDIENTE. 
 
Se ha sostenido reiteradamente que es imprescriptible el otorgamiento de jubilaciones y 
pensiones, así como el derecho a reclamar sus incrementos, pero que sí están sujetos a 
prescripción los montos periódicos vencidos, sea de la pensión o de sus diferencias. En ese 
sentido, el artículo 300, fracción I, de la Ley del Seguro Social establece que prescribe en un año el 
derecho de los asegurados o sus beneficiarios para reclamar cualquier mensualidad de una 
pensión, asignación familiar o ayuda asistencial, así como el aguinaldo, respecto al pago de las 
prestaciones en dinero, relativas a los seguros de riesgos de trabajo, enfermedades y maternidad, 
invalidez y vida, y guarderías y prestaciones sociales; plazo que también fijaba el artículo 279, 
fracción I, de la Ley del Seguro Social vigente hasta el 30 de junio de 1997. Por otra parte, el 
segundo párrafo del artículo 298 de la Ley del Seguro Social (277 de la ley derogada) señala que la 
consumación e interrupción de la prescripción se regirá por las disposiciones aplicables del Código 
Fiscal de la Federación, conforme al cual, el plazo de prescripción se interrumpe con cada gestión 
de cobro que el acreedor notifique o haga saber al deudor o por el reconocimiento expreso o 
tácito de éste respecto de la existencia del crédito. Tomando en cuenta que esta regla también 
debe aplicarse al pago de prestaciones de seguridad social, se concluye que el plazo de 
prescripción de los montos vencidos de las pensiones o de sus diferencias se interrumpe con la 
presentación de la solicitud de la pensión correspondiente o de sus incrementos ante el Instituto 
Mexicano del Seguro Social, en el entendido de que el plazo reinicia una vez notificada la 
contestación a la solicitud o la resolución del recurso de inconformidad que, en su caso, se haya 
intentado. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 383/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Cuarto del 
Tercer Circuito y Sexto del Primer Circuito, ambos en Materia de Trabajo. 22 de marzo de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
Tesis I.6o.T.61 L (10a.), de título y subtítulo: "PENSIÓN POR VIUDEZ. EL DERECHO PARA 
RECLAMARLA ES IMPRESCRIPTIBLE, NO ASÍ EL PAGO DE LAS PENSIONES MENSUALES VENCIDAS Y 
SUS INCREMENTOS.", aprobada por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
XXV, Tomo 3, octubre de 2013, página 1839, y 
 
El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, al 
resolver el amparo directo 1113/2016. 
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Tesis de jurisprudencia 39/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del once de abril de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de mayo de 2018 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 07 de mayo de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016874  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de mayo de 2018 10:16 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 40 /2018 (10a.)  
 
PROCEDIMIENTO AGRARIO. NO SE ACTUALIZA UNA VIOLACIÓN A SUS FORMALIDADES, CUANDO 
EN EL JUICIO UNA DE LAS PARTES ACUDE ASESORADA POR UN ABOGADO TITULADO Y LA OTRA 
POR UN ESTUDIANTE O PASANTE DE LA LICENCIATURA EN DERECHO. 
 
En términos del artículo 179 de la Ley Agraria, no se actualiza una violación a las formalidades del 
procedimiento, cuando en el juicio agrario una de las partes acude asesorada por un abogado 
titulado y la otra por un estudiante o pasante de la licenciatura en derecho, porque al establecer el 
numeral en cuestión "será optativo para las partes acudir asesoradas", sólo refleja la libertad de 
decisión de los contendientes sobre el tema del asesoramiento, que de ejercerlo en forma 
coincidente, no se actualiza alguna consecuencia procesal, en tanto se encuentran en igualdad de 
circunstancias frente al tribunal, acorde al principio de equilibrio procesal derivado del artículo 17, 
en relación con el 27, fracción XIX, ambos de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Sin que la autorización que da el título profesional para ejercer la licenciatura en 
derecho, sea un factor a tomarse en cuenta para cumplir con la designación de asesor, en tanto no 
se trata de un requisito legal. En cambio, cuando las partes no coinciden en el ejercicio de esa 
libertad de decisión, porque una de ellas se encuentre asesorada y la otra no, se provoca que se 
active el mecanismo procesal previsto en la segunda parte del artículo 179 referido y, con ello, la 
obligación para el órgano jurisdiccional de suspender el procedimiento y solicitar de inmediato los 
servicios de un defensor de la Procuraduría Agraria, que gozará de 5 días contados a partir de la 
fecha en que se apersone, para enterarse del asunto. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 326/2017. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado del 
Décimo Tercer Circuito, ahora Tribunal Colegiado en Materias de Trabajo y Administrativa del 
Décimo Tercer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Vigésimo Primer Circuito. 22 de marzo de 2018. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y José Fernando Franco González Salas. Disidentes: Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Irma 
Gómez Rodríguez. 
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Tesis y criterio contendientes: 
 
Tesis XIII.3o.5 A, de rubro: "VIOLACIÓN A LAS FORMALIDADES DEL PROCEDIMIENTO EN MATERIA 
AGRARIA. SE ACTUALIZA CUANDO UNA DE LAS PARTES DESIGNA COMO DEFENSOR A UN 
ESTUDIANTE DE DERECHO Y LA OTRA TIENE ASESORÍA DE UN ABOGADO TITULADO.", aprobada 
por el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Tercer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIII, enero de 2006, página 2523, y 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo 
Primer Circuito, al resolver el amparo directo 282/2016. 
 
Tesis de jurisprudencia 40/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del once de abril de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de mayo de 2018 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de mayo de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016859  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de mayo de 2018 10:16 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 43 /2018 (10a.)  
 
INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL PARA LAS FUERZAS ARMADAS MEXICANAS. LA APLICACIÓN DEL 
ARTÍCULO 27 DE LA LEY RELATIVA EXIGE QUE EL ACUERDO QUE DETERMINE EL ALTA DEL MILITAR 
EN SITUACIÓN DE RETIRO PRECISE EXPRESAMENTE EL GRADO AL QUE ASCIENDE PARA LOS 
EFECTOS DE ESA DISPOSICIÓN. 
 
Conforme al precepto citado, los militares que por resolución definitiva pasen a situación de 
retiro, ascenderán al grado inmediato únicamente para ese fin y para el cálculo del beneficio 
económico correspondiente, considerando los años de servicios en relación con el tiempo en el 
grado en activo, en el entendido de que los alcances de la norma no pueden extenderse para fines 
distintos al económico y a los de seguridad social indicados, por lo que no se refiere a los que 
incidan en la jerarquía militar que obtuvieron en servicio activo, como portar un arma de fuego, 
tener acceso a préstamos del Banco Nacional del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, cuyo monto 
depende de aquélla, u obtener créditos hipotecarios, entre otros, pues para ello es necesario 
cumplir con los requisitos legales, lo que se corrobora con los artículos 35, fracción II y 37 de la Ley 
de Ascensos y Recompensas del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, así como 30, fracción II, inciso 
a), de la Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas. En ese sentido, 
el acuerdo administrativo que determine el alta del militar en situación de retiro, debe precisar el 
grado al que asciende el asegurado retirado para los efectos mencionados, propios de la situación 



 

10 
 

de retiro, sin que sea suficiente para tener por satisfecho ese requisito la simple mención de que 
asciende al grado inmediato superior, o alguna otra expresión equivalente, ni que con otros datos 
se advierta que materialmente se respetó el ascenso para efectos de retiro. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 10/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados en Materias 
Penal y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito y Décimo Quinto en Materia Administrativa del 
Primer Circuito. 4 de abril de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Cuarto 
Circuito, al resolver el recurso de inconformidad 33/2017, y el diverso sustentado por el Décimo 
Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el recurso de 
inconformidad 14/2016. 
 
Tesis de jurisprudencia 43/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del dieciocho de abril de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de mayo de 2018 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de mayo de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 


